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AUTORIDADES MUNICIPALES 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 27 de abril de 2010, mediante la cual el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, negó las pretensiones de la demanda presentada por Eliécer Arboleda Torres contra el municipio de Buenaventura, Valle del Cauca. 

 ANTECEDENTES

LA DEMANDA. El señor Eliécer Arboleda Torres, a través de apoderado, acudió a la jurisdicción en ejercicio de la acción prevista en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo y solicitó que se declare la nulidad del acto administrativo ficto, al no darse respuesta al escrito fechado el 19 de julio de 2005, en el que solicitó el reconocimiento y pago de la indemnización por la mora en el pago de las cesantías causadas a su favor.

Como consecuencia de tal declaración, y a título de restablecimiento del derecho, solicitó que se ordene a la entidad demandada reconocer y pagar al demandante la indemnización moratoria por el no pago oportuno de las cesantías de conformidad con el artículo 2 de la Ley 244 de 1995 y Decretos 2663 y 3743 de 1950.

Se condene al demandado a pagar los honorarios del apoderado del actor y las costas del proceso.

Los hechos de la demanda se resumen así (fls. 17 a 23):

El señor Eliécer Arboleda Torres prestó sus servicios al Municipio de Buenaventura en el cargo de Jefe de Servicios Generales, desde el 3 de febrero de 1985 hasta el 15 de marzo de 2000.

Mediante Resolución No. 10 de 28 de marzo de 2000, el municipio reconoció y autorizó el pago al actor, entre otros, de las cesantías definitivas, por el tiempo que duró la relación laboral. 

El actor el 19 de julio de 2005 solicitó el pago de los dineros adeudados por concepto  de salarios, cesantías y la sanción moratoria contemplada en el artículo 2 de la Ley 244 de 1995 (fl. 16); sin obtener ninguna respuesta  por lo cual acaeció el silencio administrativo negativo.

Como normas vulneradas invocó el artículo 2º de la Ley 244 de 1995, cuyo concepto de violación desarrolló de la siguiente manera:

De acuerdo con el artículo 2 de la Ley 244 de 1995, el municipio debe pagar desde el  28 de marzo 2000 un día de salario por cada día de retardo en el pago de las cesantías del actor.

A pesar de todas las gestiones que realizó, la administración municipal sólo le canceló el auxilio de cesantía hasta el 18 de octubre de 2005. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. El Municipio de Buenaventura se opuso a todas y cada una de las pretensiones (folios 45 a 49) señalando  que se acogió  a la Ley 550 de 1999, lo que le impide reconocer y pagar valores adicionales a las acreencias incluidas en el Acuerdo de Restructuración.

Anotó que el municipio el 7 de febrero de 2003, puso en conocimiento del actor, la relación detallada de los valores  de sus acreencias incluidas en el proceso de Ley 550 de 1999.

Propuso la parte demandada como excepciones: la innominada, inepta demanda, falta de agotamiento de la vía gubernativa  e inexistencia del derecho.
LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca negó las pretensiones de la demanda (folios 89 a 101) por los motivos que se resumen así:

Precisó el A quo que en el ámbito de la negociación de un acuerdo de reestructuración, en donde las obligaciones que allí se tratan no son ejecutables, mal podría afirmarse jurídicamente que los intereses que son accesorios a las prestaciones se sigan causando, y que lo anterior sirva de fundamento para el ejercicio de la acción en la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

Una de las finalidades de la convención que subyace en un acuerdo de reestructuración económica es la de atender obligaciones pecuniarias, entre ellas las laborales, para lo cual debe establecerse términos y condiciones para el pago de estas acreencias una vez se inicie la etapa de ejecución del acuerdo.

El A quo del análisis de las pruebas allegadas al presente proceso (folios 20 y 55), corroboró que la acreencia del actor se clasificó como de primer orden, y que se encontraba relacionada en el inventario de pasivos, así:

Cesantías 


17.682.357

Intereses de cesantías
  2.121.883

De igual forma, el Tribunal Administrativo Del Valle del Cauca destacó que para cubrir la acreencia se establecieron los siguientes porcentajes y fechas: del 25% de cesantías, en el mes de febrero de 2003; abono de intereses de cesantías, el mes de febrero de 2003; saldo de cesantías el 11 de octubre de 2005 y saldo de intereses de cesantías el 11 de octubre de 2005.

Señaló que efectivamente se cancelaron todos los conceptos laborales que se adeudaban al actor el 18 de octubre de 2005.  

Concluye, que el pago de la mora reclamada por el actor fue reconocida como acreencia dentro del acuerdo de reestructuración y  se cumplió según lo estipulado en  el clausulado de dicho Acuerdo.

EL RECURSO DE APELACIÓN

La parte actora interpuso recurso de apelación con base en los siguientes argumentos que se sintetizan a continuación:

La Ley 244 de 1995 no exige que para hacer efectiva la sanción moratoria por el no pago de las cesantías se deba adelantar un proceso separado, sino que, lo que establece es que la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas.

El derecho que reclama el actor tiene como soporte la Ley 244 de 1995 y no lo puede perder con el nacimiento a la vida jurídica de la Ley 550 de 1999, porque esta última no derogó la primera. Por tanto, el derecho adquirido con anterioridad a la fecha en que el ente territorial decidió acogerse a las previsiones de la Ley 550 no se pierde, ya que el actor, como acreedor, inscribió su deuda por concepto de las cesantías, así como por los intereses moratorios. 

Que el objeto del acuerdo de reestructuración de un municipio es pagar todo lo que deba a sus acreedores con el requisito que previamente se hayan inscrito en dicho acuerdo y que haya obtenido derecho a voto.

Insistió el recurrente en que las  cesantías se liquidaron de forma definitiva el  28 de marzo de 2000 y solamente se pagaron el 18 de octubre de 2005, es decir 5 años y 7 meses, después es decir que por negligencia del municipio no se hizo el calculó de conformidad con lo que realmente se le adeudaba a titulo de prestaciones sociales. 

ALEGATOS DE CONCLUSION
La parte apelante reiteró los argumentos  en que fundó su inconformidad con el fallo proferido por el Tribunal administrativo del Valle del Cauca, en primera instancia (fls. 122 a 126)
CONSIDERACIONES

Problema jurídico. En los términos del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, debe la Sala precisar si al actor tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en la Ley 244 de 1995, originada en el no pago oportuno del auxilio de cesantía, a pesar de que su acreencia por cesantías fue incluida como pasivo preferente en el Acuerdo de Restructuración de Pasivos del Municipio de Buenaventura (Ley 550 de 1999). 

Marco jurídico y jurisprudencial. 

La Ley 244 de 1995
, por la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establece sanciones y se dictan otras disposiciones, señala:
“Artículo 1º.- Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de la liquidación de las Cesantías Definitivas, por parte de los servidores públicos de todos los órdenes, la entidad patronal deberá expedir la Resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la Ley.
Artículo 2º.- La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la fecha de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las Cesantías Definitivas del servidor público, para cancelar esta prestación social.

Parágrafo.- En caso de mora en el pago de las cesantías de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a éste.

Como se observa, la indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995 es una sanción a cargo del empleador moroso y a favor del trabajador, establecida con el propósito de resarcir los daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la mencionada ley. 

Por otra parte, la Ley de Reestructuración de Pasivos o Ley 550 de 1999, conocida como la ley de reactivación empresarial o reestructuración de los entes territoriales se concibió en lo público como un régimen para la reestructuración de los entes territoriales que facilitara el desarrollo armónico de las regiones, la prestación de sus servicios y para restablecer su viabilidad mediante la organización del pago de sus deudas. 

En la exposición de motivos de la citada Ley 550 de 1999, en tratándose de los pasivos laborales se dijo: 

“En cuanto a las acreencias pensionales y laborales, se exige que en aquellos eventos en los cuales el deudor tenga pensionados a su cargo, debe incluir en el acuerdo cláusulas relativas a la normalización de sus pasivos pensionales. Por otra parte, se admite la celebración de convenios que tengan por objeto la suspensión total o parcial de cualquier prerrogativa laboral de naturaleza económica que exceda el mínimo legal correspondiente a las normas del Código Sustantivo del Trabajo, los cuales deber ser concertados directamente entre el deudor y el sindicato que legalmente pueda representar a sus trabajadores, y entre el deudor y los trabajadores no sindicalizados que individualmente consienten en ello.”

El inciso tercero del artículo 1° ibídem, establece que el campo de aplicación incluye a las entidades territoriales, con el siguiente tenor literal:

“Esta ley se aplicará igualmente a las entidades territoriales, de acuerdo con lo dispuesto en el Título V de la misma, y a las sucursales de sociedades extranjeras que desarrollen actividades permanentes en Colombia.”.

Por su parte, el parágrafo 2° del citado artículo 1° de la Ley 550 de 1999, dispone:
“PARAGRAFO 2. Para los efectos de esta ley, se consideran personas jurídicas públicas o de economía mixta, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta y demás formas de asociación con personalidad que tengan por objeto el desarrollo de actividades empresariales, en cuyo capital el aporte estatal a través de la Nación, de las entidades territoriales o de las entidades descentralizadas sea igual o superior al cincuenta por ciento (50%) del total del capital suscrito y pagado. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación a cualquier entidad del orden territorial de las reglas especiales previstas en el título V de esta Ley.” 

La referida Ley 550 de 1999 prevé la realización de un acuerdo de reestructuración, el cual se define en su artículo 5:

“Se denomina acuerdo de reestructuración la convención que, en los términos de la presente ley, se celebre a favor de una o varias empresas con el objeto de corregir deficiencias que presenten en su capacidad de operación y para atender obligaciones pecuniarias, de manera que tales empresas puedan recuperarse dentro del plazo y en las condiciones que se hayan previsto en el mismo. 

El acuerdo de reestructuración deberá constar por escrito, tendrá el plazo que se estipule para su ejecución, sin perjuicio de los plazos especiales que se señalen para la atención de determinadas acreencias, y del que llegue a pactarse en los convenios temporales de concertación laboral previstos en esta ley. 

Para la solicitud, promoción, negociación y celebración de un acuerdo de reestructuración, el empresario y sus acreedores podrán actuar directamente o por medio de cualquier clase de apoderados, sin que se requiera la intervención a través de abogados. Un solo apoderado podrá serlo simultáneamente de varios acreedores. 
Entretanto, el artículo 19 ídem, dispuso que:

“PARTES EN LOS ACUERDOS DE REESTRUCTURACION. Los acuerdos de reestructuración se negociarán y celebrarán entre los acreedores externos e internos de la empresa. 

Son acreedores externos los titulares de créditos ciertos que pertenezcan a una cualquiera de las cinco clases de créditos previstas en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen y adicionen. 

Son acreedores internos los accionistas, socios, asociados o cooperados del empresario que tenga forma jurídica asociativa; el titular de las cuotas de la empresa unipersonal; el controlante de la fundación; y, en general, los socios, controlantes o beneficiarios reales que haya aportado bienes al desarrollo de la empresa en forma demostrable y cuantificable. 

Cualquier crédito que se origine en fecha posterior a la de la iniciación de la negociación y con anterioridad a la celebración del acuerdo, no dará derecho a voto; pero su pago se atenderá en forma preferente, de conformidad con el tratamiento propio de los gastos administrativos. 

En el evento de sustitución de acreedores por causas legales o convencionales, el causahabiente deberá acreditar, en forma siquiera sumaria, su calidad de tal ante el promotor.” (Negrillas de la Sala).
Respecto a los efectos del acuerdo de reestructuración la Ley en comento en su artículo 34 dispuso:

“Como consecuencia de la función social de la empresa los acuerdos de reestructuración celebrados en los términos previstos en la presente ley serán de obligatorio cumplimiento para el empresario o empresarios respectivos y para todos los acreedores internos y externos de la empresa, incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del acuerdo o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él, y tendrán los siguientes efectos legales: 

(…)

8. Todas las obligaciones se atenderán con sujeción a lo dispuesto en el acuerdo, y quedarán sujetas a lo que se establezca en él en cuanto a rebajas, disminución de intereses y concesión de plazos o prórrogas, aun sin el voto favorable del respectivo acreedor, salvo las excepciones expresamente previstas en esta ley en relación con las obligaciones contraídas con trabajadores, pensionados, la DIAN, los titulares de otras acreencias fiscales o las entidades de seguridad social”. 
Por su parte el artículo 58 de la Ley 550 de 1999, estableció lo siguiente: 

“ACUERDOS DE REESTRUCTURACION APLICABLES A LAS ENTIDADES TERRITORIALES. Las disposiciones sobre acuerdos de reestructuración e instrumentos de intervención a que hace referencia esta ley serán igualmente aplicables a las entidades territoriales, tanto en su sector central como descentralizado, con el fin de asegurar la prestación de los servicios a cargo de las mismas y el desarrollo de las regiones, teniendo en cuenta la naturaleza y las características de tales entidades (…).” 

El numeral 3° del mencionado artículo 58 de la Ley 550 de 1999, prevé el siguiente texto:

“3. En el acuerdo de reestructuración se establecerán las reglas que debe aplicar la entidad territorial para su manejo financiero o para la realización de las demás actividades administrativas que tengan implicaciones financieras.” 

Por su parte, el artículo 42 de la Ley 550 de 1999, contiene lo siguiente:

“CONCERTACION DE CONDICIONES LABORALES TEMPORALES ESPECIALES. Los acuerdos de reestructuración podrán incluir convenios temporales, concertados directamente entre el empresario y el sindicato que legalmente pueda representar a sus trabajadores, que tengan por objeto la suspensión total o parcial de cualquier prerrogativa económica que exceda del mínimo legal correspondiente a las normas del Código Sustantivo del Trabajo. Tales convenios tendrán la duración que se pacte en el acuerdo, sin exceder el plazo del mismo y se aplicarán de preferencia, a las convenciones colectivas de trabajo, pactos colectivos, contratos individuales de trabajo vigentes, o laudos arbitrales. 

La ejecución de los convenios deberá ser previamente autorizada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyo pronunciamiento deberá producirse dentro del mes siguiente a la fecha de presentación de la respectiva solicitud. En ausencia de sindicato, si se llega a un mismo convenio con un número plural de trabajadores igual o superior a las dos terceras partes del total de los trabajadores de la empresa, sus términos se extenderán también a los demás trabajadores de la misma. 

El incumplimiento a lo dispuesto en los convenios a que se refiere el presente artículo, podrá dar lugar a la terminación del acuerdo, en la forma y con las consecuencias previstas en esta ley.” 

Marco jurisprudencial sobre la aplicación de la Ley 550 de 1999  en lo que dispone los Acuerdos de Reestructuración de Pasivos y el pago de las cesantía y la sanción moratoria. 
La Corte Constitucional, ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre la constitucionalidad de los artículos referentes a los acuerdos de reestructuración de pasivos, establecidos en la Ley 550 de 1999 entre los cuales se entra el artículo 29, en el que se estipula las categorías de los acreedores, esto es los acreedores internos y externos de la empresa que entra a restructuración de pasivos, indicando que es permitido darle a los acreedores internos instrumentos diferentes a los que se otorgan a la categoría de acreedores externos, en los siguientes términos:

“(…) Analizada la Ley 550 de 1999, es claro que se establece en ella una distinción entre los acreedores externos y los acreedores internos, pues éstos según expresa la misma ley, son en general quienes aportan bienes al desarrollo de la empresa en forma demostrable y cuantificable, como por ejemplo sus propios accionistas o socios, o asociados o cooperados que tengan forma jurídica asociativa, o en su caso el controlante de la fundación. Es decir, se encuentran íntimamente vinculados a la creación de la empresa, así como a sus actividades, y en consecuencia, según el criterio del legislador no se encuentran en la misma situación de los acreedores externos, quienes son aquellos que tienen con la empresa relaciones crediticias, pero sin estar vinculados a ella como los acreedores internos. Precisamente teniendo en cuenta esta circunstancia y las finalidades que se persiguen con la ley en cuestión, el legislador optó por establecer regulaciones diferentes para esas dos categorías de acreedores, de tal manera que al mismo tiempo que dictó normas tendientes a evitar que un mismo grupo económico empresarial pudiere utilizar distintas empresas suyas para imponer un acuerdo determinado a los acreedores, no deje sin instrumentos para defender sus intereses a los acreedores internos, como aparece en el artículo 30 de la misma ley.”
 (Subrayas fuera del texto)

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia C-1319 de 27 de septiembre de 2000, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, al estudiar la inconstitucionalidad del artículo 42 de la Ley 550 de 1999, indicó lo siguiente:

 “(…) 8. A juicio de la Corte, la expresión "En ausencia de sindicato si se llega a un mismo convenio con un número plural de trabajadores igual o superior a las dos terceras partes del total de los trabajadores de la empresa, sus términos se extenderán también a los demás trabajadores de la misma", contradice la Constitución. Ella no solamente significa una disminución o recorte de la autonomía individual de los trabajadores que no han consentido en el convenio de concertación de condiciones laborales temporales especiales, sino que, fundamentalmente, tiene el alcance de impedir el ejercicio de asociación en su connotación negativa. Este derecho, como lo ha indicado esta Corporación, no sólo se ejerce positivamente asociándose, sino que igualmente puede hacerse valer para rechazar la posibilidad de dicha asociación:

El derecho fundamental de asociación, tiene dos dimensiones. La primera, de carácter positivo, comporta la facultad de toda persona para comprometerse con otras en la realización de un proyecto colectivo, libremente concertado, de carácter social, cultural, político, económico etc., a través de la conformación de una estructura organizativa, reconocida por el Estado y capacitada para operar en el tráfico jurídico... La segunda dimensión presenta una faceta negativa, claramente derivada del derecho general de libertad y pieza fundamental de todo sistema democrático. Se trata de la facultad de toda persona para abstenerse de formar parte de una determinada asociación y del derecho correlativo a no ser obligado -ni directa ni indirectamente- a ello.

Dentro del contexto del ejercicio negativo del derecho de asociación sindical que reconoce la Constitución en su artículo 39, la Corte estima que el convenio de concertación de condiciones laborales especiales no puede ser impuesto a trabajadores no sindicalizados que no deseen participar en él. Estos trabajadores han optado por no sindicalizarse, precisamente por no querer participar de las negociaciones colectivas que sus compañeros lleven a cabo con el empleador. Obligarlos a someterse a los resultados de estas negociaciones, evidentemente desconoce la libertad de asociación en su connotación negativa. (…)

9. (…)  Por lo demás, en relación con la aplicación de los convenios de concertación de condiciones laborales especiales y temporales a los contratos individuales de trabajo, la Corte encuentra que dicha aplicación se circunscribe a los temas contenidos en los acuerdos modificatorios exclusivamente. De cualquier manera, como lo señala la Ley, dicha aplicación es esencialmente temporal.” 

Ahora bien, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha desarrollado el tema de la aplicación de la Ley 550 de 1999 en lo atinente a los Acuerdos de Restructuración de Pasivos y pago de las obligaciones laborales de los empleados públicos de la siguiente manera:
En la sentencia de 22 de octubre de 2009, la Subsección B con Ponencia del Dr. Gerardo Arenas Monsalve (Exp. No. 1268-08) mediante providencia de 22 de octubre de 2009, abordó el tema indicando que el Acuerdo de Reestructuración resulta obligatorio para todos los acreedores, incluso para aquellos que no participaron en el trámite del mismo y que es viable  negociar o transar los intereses generados por la mora en el pago de las acreencias laborales, los cuales son derechos discutibles y transigibles, por lo que en esa oportunidad negó el pago de la indemnización moratoria habida consideración se reconocieron los interés pactados en el respectivo  Acuerdo
:
“…

se concluye que el Municipio de Buenaventura incumplió la obligación de cancelar al actor intereses del 2% nominal mensual sobre el valor adeudado por auxilio de cesantías por el período comprendido entre el 5 de junio de 2001 y el 8 de agosto de 2004, fecha en la que se efectuó el pago de dicha prestación, dado que el acuerdo de reestructuración (Cláusula 17 par. 2), resulta obligatorio para todos los acreedores, incluso para aquellos que no participaron en el trámite del mismo, por expresa disposición del artículo 34 de la Ley 550 de 1999, que reza: 
“ARTICULO 34. EFECTOS DEL ACUERDO DE REESTRUCTURACION. Como consecuencia de la función social de la empresa los acuerdos de reestructuración celebrados en los términos previstos en la presente ley serán de obligatorio cumplimiento para el empresario o empresarios respectivos y para todos los acreedores internos y externos de la empresa, incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación del acuerdo o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él. 

(…)

Por tanto, no habrá lugar a ordenar la indemnización moratoria prevista en la Ley 244 de 1995 equivalente a un día de salario por cada día de retraso, ya que, como se reitera, el acuerdo de reestructuración -obligatorio para todos los acreedores por expresa disposición legal- estableció una sanción diferente frente al incumplimiento del municipio deudor de sus obligaciones de carácter laboral”.

En sentencia posterior de 25 de marzo de 2010, la Subsección “A” con Ponencia del Dr. Luis Rafael Vergara Quintero, indicó que los Acuerdos de Reestructuración no pueden cercenar los derechos de los trabajadores que no consintieron en su aprobación y porque dichos pactos no pueden estar orientados a evadir el pago de las correspondientes obligaciones:

“… el Estado no puede dejar que el Acuerdo quede bajo la autonomía absoluta de la voluntad de los particulares, por eso lo somete a pautas contenidas en disposiciones legales, con el fin de evitar que los acreedores queden sometidos a la voluntad unilateral e indiscriminada del empresario deudor.

(…)

Es cierto que los acuerdos de reestructuración celebrados en los términos previstos en la ley 550, son de obligatorio cumplimiento para el empresario y para todos los acreedores, incluyendo a quienes no hayan participado en la negociación o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en ella. (Artículo 34 Ley 550 de 1999) 

También lo es que en el expediente no existe prueba que determine si el demandante en calidad de acreedor del municipio, hubiera participado en el acuerdo o habiéndolo hecho hubiera consentido en la condonación del pago de la indemnización por mora en el pago de sus cesantías.

Con todo, la Sala considera que la Administración no debió desconocer la obligación preexistente que tenía con el actor en cuanto a la sanción por mora en el pago de las cesantías, por la potísima razón de que en los Acuerdos de reestructuración “Todas las obligaciones se atenderán con sujeción a lo dispuesto en el acuerdo, y quedarán sujetas a lo que se establezca en él en cuanto a rebajas, disminución de intereses y concesión de plazos o prórrogas, aun sin el voto favorable del respectivo acreedor…” (Artículo 34 Numeral 8 Ley 550 de 1999) 

Así pues, las obligaciones preexistentes a la celebración del acuerdo no se desconocen, sino que se ATIENDEN y se sujetan a rebajas, a disminución de intereses, a plazos o a prórrogas, pero en ningún momento se permite que el deudor insolvente las desatienda, las desconozca o peor aún, se auto absuelva de ellas. 

(…)”
 (Negrillas del texto)
Así mismo, por medio de la providencia de 10 de noviembre de 2010
 la Subsección “A” con Ponencia del Dr. Gómez Aranguren, se mantuvo la tesis según la cual las obligaciones de los trabajadores no pueden ser desconocidas por los Acuerdos de Restructuración, empero indicó que para el caso particular la entidad pública (Municipio de Buenaventura) se informó a los acreedores la apertura del proceso previsto en la Ley 550 de 1999, así como la determinación de la obligación a pagar, sin que la parte actora hubiera manifestado reparo alguno, lo que ha juicio de la Sala suspendió la contabilización de la sanción moratoria con la ejecutoria de la decisión que estableció el pago de tal acreencia, así: 


 “La iliquidez temporal o los problemas presupuestales podrían eventualmente explicar algunos atrasos en la cancelación de los salarios, las pensiones o las prestaciones, pero que en ningún caso pueden constituir "justificación para que sean los trabajadores quienes asuman sus costos bajo la forma de la pérdida del poder adquisitivo de la moneda”
. En consecuencia, la entrada de un ente territorial a un Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, dada su situación económica, por “…sus desórdenes administrativos y financieros, no viabiliza el desconocimiento de sus acreencias, ni le permite castigar al trabajador que prestó sus servicios y que pretende protegido por las normas constitucionales y legales, el pago oportuno de sus cesantías, cuyo derecho nace justamente cuando su labor ha finalizado y se encuentra desprotegido de las prebendas laborales y necesita con más urgencia esos recursos hasta su reactivación laboral o económica.

Lo más osado en materia laboral de la Ley 550/99, es  permitir la suspensión de algunas prerrogativas laborales, mas no su desconocimiento como ya se señaló, por el contrario,  está en el deber  de reconocer las obligaciones pre- existentes y las que se causen a partir del Acuerdo; no obstante, debe advertirse que estos pasivos pueden ser objeto de una negociación individual o colectiva, conforme a la situación personal del trabajador, vale decir, si es o  no sindicalizado.

Finalmente, en el tema puntual es importante recalcar que en los procedimientos de Reestructuración de Pasivos, todos los acreedores deben hacerse presentes para hacer valer sus derechos, concretar la cuantía de sus acreencias, para en caso de inconformidad objetarlas, porque de lo contrario, estas adquieren firmeza. Y debe ser así, porque no se puede mantener indefinidamente abierto un Acuerdo de Reestructuración ya que no tendría fin, ni se lograría el objetivo principal, que es el devolver la viabilidad financiera a la entidad.

(…). 

En ese orden de ideas, dado que la liquidación de cesantías se hizo el 1 de enero de 1999 y el Acuerdo de Reestructuración de Pasivos quedó en firme el 3 de abril de 2002, sin que el actor reparara su cuantía por la no inclusión de la sanción moratoria, la Sala reconocerá la indemnización solicitada al señor Decio Angulo hasta esa fecha, como ya se dijo,  por no haber hecho ninguna reclamación de su monto ante el Alcalde del Municipio de Buenaventura, en su oportunidad legal”.( subrayas fuera del texto original).
Con posterioridad la Subsección A con Ponencia del Dr. Gómez Aranguren en la sentencia de 10 de febrero de 2011, expuso que:
“..La Sección Segunda del Consejo de Estado, respecto del reconocimiento de la sanción moratoria de las cesantías, ha establecido los siguientes lineamientos que serán tenidos en cuenta para la solución del sub-exámine:

1. Los Acuerdos de Reestructuración de Pasivos laborales deben contar con la aprobación de los trabajadores, sin que puedan desconocer derechos ciertos e indiscutibles.

2. No pueden cercenar los derechos de los trabajadores que no consistieron en su aprobación y no pueden orientarse a evadir el pago de las obligaciones sino a rebajas, disminución de intereses y concesión de plazos o prórrogas.
3. Debe obrar prueba de que el trabajador haya consentido la aprobación del Acuerdo de Reestructuración o que la entidad haya dispuesto su citación para que se hiciera parte y manifestara lo que considerara oportuno respecto de la liquidación de las cesantías y su moratoria.

Así las cosas, si bien la Ley 550 de 1999, prevé la posibilidad de que las Entidades Territoriales celebren Convenios de Reestructuración de Pasivos con la finalidad de hacerlas viables en su sostenimiento  económico y financiero, es claro que tales Acuerdos se suscriben con el titular de la persona jurídica y los acreedores internos y/o externos, sin que ello implique obligatoriamente la presencia de los trabajadores o Servidores Públicos en la negociación del pago de sus acreencias y prestaciones laborales.

(…)” 
.
De las sentencias anteriores  se concluye que las obligaciones preexistentes a la celebración del acuerdo no se pueden desconocer, sino que se deben atender, bien sujetándose  a rebajas, disminución de intereses, a plazos o prórrogas, pero en ningún momento se permite que el deudor insolvente las desconozca  o se auto absuelva de ellas
.

Se anota en las sentencias en comento que si el ente territorial excluye  alguna de sus acreencias, se estaría aprovechando de su crítica  situación financiera  y desconociendo el espíritu de la figura de saneamiento económico que contiene la Ley 550 de 1990, en cuanto no garantiza la equidad en el Acuerdo.

Debe resaltarse que la finalidad del Acuerdo de reestructuración de pasivos de las entidades territoriales, es proteger las obligaciones adquiridas con justo título, lo que permite afirmar que de ninguna forma le es factible a la entidad territorial desconocer alguna de  dichas obligaciones.

Finalmente, la Sección Segunda Subsección B con Ponencia de la Dra Bertha Lucia Ramírez de Páez en sentencia de 17 de marzo de 2011, destacó que cuando se vulneran derechos y garantías laborales que no están circunscritas en el contenido de los Acuerdos, dichas convenciones devienen en inconstitucionales, por lo que es procedente que éste se inaplique por inconstitucional en los casos en que se evidencia que con los mismos se evade la ssanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, en los siguientes términos:

“…Es por ello que, el artículo 42 de la Ley 550 de 1999, permite que el trabajador individualmente, y en este caso el Empleado Público, acuerde condiciones laborales temporales especiales, como cuestión excepcional, pero sujeta a consideraciones de índole Constitucional, como bien lo advierte la Corte, consistentes en que cuando se presenta una disminución o recorte de la autonomía individual de los empleados que no han consentido las condiciones laborales temporales o cuando se vulneran derechos y garantías laborales que no están circunscritas en el contenido de dicho Acuerdo, devienen en inconstitucionales.

Por tal razón, no es posible acceder a la solicitud del Agente Fiscal de revocar la sentencia del Tribunal y negar las súplicas de la demanda, por considerar que las acreencias laborales a favor del actor, fueron pagadas dentro del proceso de Acuerdo de Reestructuración de Pasivos celebrado por el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla con base en la Ley 550 de 1999, dado que éste se debe inaplicar por inconstitucional para el caso concreto, en lo que tiene que ver con el Acto demandado que evade la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, concordando las tesis expuestas por la Jurisprudencia tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado”
.

De lo probado en el proceso.

Del reconocimiento de las cesantías y las prestaciones sociales adeudadas al actor.

En el expediente a folio 6 obra la Resolución No. 010 de 28 de marzo de 2000 por medio de la cual se liquida y reconoce las cesantías definitivas y unos pagos proporcionales, por valor $ 13.624.059.

Notificado el anterior acto administrativo (fl. 8), el actor solicitó mediante escrito fechado el 6 de febrero de 2001 la revisión de la liquidación de sus acreencias laborales y prestacionales (fl. 10).

La entidad atendiendo el requerimiento anterior efectuó la reliquidación  de las acreencias laborales y prestacionales por medio de la Resolución No. 016 de 12 de febrero de 2001.

Este último acto se notificó al interesado quedando en firme la liquidación 

Con posterioridad, el 19 de julio de 2005 y tal como se infiere del escrito anexo a  folio 16 del expediente, el señor Arboleda Torres solicitó el pago de los dineros adeudados por concepto de salarios, cesantías y la sanción moratoria contemplada en el artículo 2 de la Ley 244 de 1995.

Al pedimento anterior no se le dio respuesta por parte de la administración por lo que se genero el acto ficto negativo, del que ahora demanda la nulidad.

Acuerdo de reestructuración celebrado por el Municipio de Buenaventura
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público resolvió a través de la Resolución No. 0173 de 5 de febrero de 2001, aceptar la solicitud de promoción de un acuerdo de reestructuración de pasivos presentada por el municipio de Buenaventura, y designar al promotor de dicho acuerdo (fl. 54 del cuaderno No. 3 de pruebas).

A folios 21 a 53 del cuaderno de pruebas No. 3, reposa el documento que contiene el Acuerdo de Reestructuración de pasivos celebrado entre el Municipio de Buenaventura (Valle del Cauca) y sus acreedores dentro del contexto de la Ley 550 de 1999, suscrito el 19 de abril de 2002 por el Alcalde Municipal y por la Promotora.

Acuerdo que se resalta se realizó en procura de una solución efectiva para el pago de las acreencias  contraídas por el ente territorial, incluyendo los pasivos laborales.

La cláusula 17 del Acuerdo hace referencia a los pasivos laborales así:

“CLÁUSULA 17. LOS TRABAJADORES Y PENSIONADOS. El pago de las acreencias de orden laboral y pensional se efectuará en los años 2002 con recursos propios de EL MUNICIPIO, y en el año 2003 con los recursos provenientes de la enajenación del inmueble de que trata el artículo 18 de la Ley 710 de 2001, según lo previsto en el Anexo 5 y teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:

PARÁGRAFO 1. PRIORIDAD. Las mesadas pensionales, los sueldos, vacaciones, cesantías y demás prestaciones de los trabajadores y ex trabajadores de EL MUNICIPIO, son obligaciones privilegiadas que se pagarán preferentemente de acuerdo con la disponibilidad de recursos de EL MUNICIPIO.

PARÁGRAFO 2. RECONOCIMIENTO DE INTERESES. A los titulares de créditos laborales que no hayan iniciado procesos judiciales en contra del MUNICIPIO, o que los hayan iniciado y al 31 de enero de 2001 no exista sentencia debidamente ejecutoriada, se le reconocerá un interés igual al dos por ciento (2%) nominal mensual sobre el capital adeudado a partir del 05 de junio de 2001 y hasta la fecha del pago efectivo”.         

Ahora bien, de los documentos obrantes a folios 55 a 58 del cuaderno No. 3 de pruebas se corroboró que efectivamente al actor se le pagaron las acreencias laborales, entre ellas las cesantías con sus intereses correspondientes, lo cual se realizó por instalamentos en los años 2003 y 2005.

Asimismo, esta Sala al verificar  si se le canceló lo adeudado al actor por parte del municipio, estableció que el 18 de octubre de 2005 a través de la FIDUCIARIA POPULAR S.A., se pagó al señor Arboleda Torres  la suma de $42.760.029 ( fl. 57 del cuaderno anexo No. 3 de pruebas),de conformidad con el inventario de pasivos de la Ley 550 de 1999 y lo establecido en el Acuerdo de reestructuración del municipio, la suma  referida se discriminada así:

“ Salarios


7.451.461

 Vacaciones


 3.834.446

 Prima de Navidad

 2.201.112

 Prima de Antigüedad
 1.329.464

 Prima de Servicio

 1.540.778

 Otros salarios

 5.089.560

 Cesantías

          17.682.357

 Intereses de Cesantías
 2.121.883

 TOTAL ACREENCIAS     41.251.061

Intereses a dic/02 cancelados 5.131.288

Abono a dic/02 capital        5.181.477

Saldo Capital Dic /02         36.069.584

Intereses a Octubre /05     6.690.445

SALDO PAGADO A OCTUBRE /05    42.760.029” ( fl.. 20 del cuaderno No. 3 de pruebas)

Así las cosas, esta Sala considera que el municipio de Buenaventura aplicando lo previsto en la cláusula 17 del acuerdo de reestructuración, pagó la suma  reconocida y adeudada  con sus respectivos intereses.

No obstante lo anterior, evidencia la Sala que no se reconoció y pagó el pasivo causado por concepto de sanción moratoria, por el no pago oportuno del auxilio de cesantías  definitivas del señor Arboleda Torres de conformidad con la Ley 244 de 1995, simplemente se desconoció por parte de la administración.

Así las cosas y de conformidad con lo expuesto en el marco jurídico y jurisprudencial de esta providencia la entidad territorial demandada deberá reconocer y pagar lo referente a la sanción moratoria por el no pago oportuno de las cesantías que le fueron reconocidas al señor Arboleda Torres  por medio de la Resolución No. 010 de 28 de marzo de 2000 y reliquidadas mediantela Resolución No. 016 de 12 de febrero de 2001, por cuanto no se tuvieron en cuenta dentro de las acreencias del Acuerdo e incluso fueron desconocidas sin ningún sustento  legal.

Acogiendo la tesis mayoritaria reiterada desde la jurisprudencia del 25 de marzo de 2010, en la cual se ha condenado a la entidad territorial al pago de la sanción moratoria al no comprobarse que se incluyó el reconocimiento de dicho concepto y se ordenó el pago en el correspondiente Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, pues  se entiende que el Acuerdo al evadir la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, deviene de inconstitucional.

En consecuencia, la Sala a revocará la decisión del A  quo y en su lugar se condenará a la entidad territorial demandada a que reconozca y pague un día de salario por cada día de retardo en el pago de las cesantías definitivas reconocidas al actor contabilizando desde el 25 de abril de 2001, fecha en la que transcurrieron los 45 días luego de quedar en firme el acto de reliquidación de cesantías, hasta el 18 de octubre de 2005 fecha en que se hizo efectivo la totalidad del pago de cesantías.  

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 


F A L L A 

REVOCASE la sentencia de 27 de abril de 2010, mediante la cual el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, negó las pretensiones de la demanda presentada por Eliécer Arboleda Torres contra el municipio de Buenaventura, Valle del Cauca. En su lugar se dispone:

Primero: DECLÁRASE la nulidad del acto administrativo ficto originado en el silencio a la petición de reconocimiento de la sanción moratoria elevada ante la entidad demandada  el 19 de julio de 2005.

Segundo: CONDÉNASE al municipio de Buenaventura al reconocimiento y pago de la sanción moratoria de  que trata el parágrafo  del artículo 2 de la ley 244 de 1995, desde el 25  de abril de 2001 hasta el 18 de octubre de 2005, de conformidad con lo expuesto  en la parte motiva de ésta providencia.

Cópiese, notifíquese, comuníquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

GERARDO ARENAS MONSALVE
VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA
BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ
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